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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 226/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********. *********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veintiocho de septiembre de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 226/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de febrero de dos mil veinte, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar el contenido de la factura con número de folio *********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), respecto del contrato número *********, a través de la cual determina un crédito por la cantidad de $*********.
II.- Por acuerdo de veinticinco de febrero de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las once del día treinta y uno de julio de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte actora formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un Organismo Intermunicipal en su carácter de autoridad fiscal, donde se ejerce jurisdicción, mediante la determinación de un adeudo a cargo de la parte actora por la prestación de los servicios públicos de suministro de agua potable y saneamiento, lo que constituye un crédito fiscal de conformidad con el artículo 178 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 010 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.

Asimismo, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, fue materia de determinación el servicio público de suministro de agua potable en su modalidad comercial, controlado con el número de contrato ********* y con el medidor número *********, respecto al inmueble ubicado *********, cuyo propietario lo es el C. *********, lo que se acredita con la copia certificada del Contrato de Compraventa contenido en el Instrumento Notarial número ********* del volumen *********, del protocolo de la notaria número ********* en esta Ciudad Capital, a cargo del Notario Público Licenciado*********, la cual obra agregada a folios 020 a 022 del presente sumario, es inconcuso que cuenta con interés jurídico por ser el propietario de dicho inmueble respecto del cual se determina un adeudo por el referido suministro de agua potable, y por ende con legitimación para demandar en el presente juicio. Además no debe soslayarse, que conforme a lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los propietarios de los predios responderán ante el prestador de los servicios, por los adeudos que ante el mismo se generen en los términos de la citada Ley, y que inclusive, cuando se transfiera la propiedad de un inmueble con sus servicios públicos, el nuevo propietario se subrogará en los derechos y obligaciones derivados de la contratación anterior, de ahí que sea innegable la legitimación activa del hoy actor para impugnar la determinación contenida en la factura con número de folio *********que nos ocupa.

De igual forma, la legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su calidad de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en representación de la autoridad demandada (INTERAPAS), quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 038 y 039 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 04 al 07 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte de la actora en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR.

Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer la actualización de las causales de improcedencia y sobreseimiento contenidas en los artículos 228, fracción IV y 229, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, manifestando sustancialmente que el enjuiciante cuenta con un juicio anterior número ********* del índice de este Tribunal, en el que impugnó el mes facturado “********* (*********)”, siendo que ya fue causa ejecutoriada; sin embargo a consideración de esta Sala Juzgadora, tales cuales de improcedencia y sobreseimiento son infundadas.
Lo anterior es así, pues si bien como aduce la demandada en aquel diverso el juicio, el acto impugnado versó respecto al recibo con número de folio *********, de fecha de facturación “*********”, también cierto lo es, que el acto aquí impugnado, consiste en la factura con número de folio *********, respecto al periodo de facturación “*********”, de lo que es inconcuso que se trata de dos actos distintos emitidos por dicha autoridad demandada; razón por la cual no se actualiza la causal de improcedencia manifestada, pues si bien existe identidad de partes, no se trata del mismo acto impugnado y por ende, menos aún se actualiza la causal de sobreseimiento alegada.
Asimismo, la autoridad demandada plantea a manera de excepción las consistentes en “Sin acción y sin derecho”, “Inaplicabilidad de los preceptos legales invocados” y “Falsedad”, argumentando sustancialmente que la resolución impugnada cumple con los requisitos establecidos en el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y que además la parte actora invoca preceptos no aplicables en la especie y altera la verdad de los acontecimientos que sustentan su demanda; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad demandada sustenta las excepciones que hace valer corresponde al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de la citada autoridad resultan inatendibles en este momento procesal.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 

SEXTO.- En el Primer concepto de impugnación del escrito de demanda, el accionante arguye que el acto impugnado, es ilegal, toda vez que:

“La indebida e ilegal, INTERAPAS pretende, sin causa o razón jurídica y si(sic) sustento legal, obligarme a cubrir un importe por concepto de derechos y accesorios que nunca he causado.
“Efectivamente, los derechos por consumo de agua (…), son definidos por el Código Fiscal en vigor por la entidad, como aquellas contribuciones a cargo de personas que se beneficien con el aprovechamiento de bienes de dominio público o por servicios que presta el Estado en su carácter de Entidad de Derecho Público.

…

La determinación de cobro No especifica la descripción y elementos que dieron motivo a la determinación de la contribución relativa al pago de derechos por servicios de agua potable que se pretende cobrar (…).

…
A mayor abundamiento, el domicilio que señala la demandada en calle de *********, *********, es del suscrito, propiedad que acredito con escritura pública (….), y en el estado de cuenta se señala a *********, ente o persona que desconozco de su existencia, o(sic) obligación que me ligue con esta persona, a lo anterior, se pretende vulnerar a todo principio constitucional y legalidad por parte del multicitado Órgano Operador.  

Luego entonces;(sic) al no demostrar el Organismo demandado la realización del acto o hecho jurídico, que coincide con la hipótesis normativa, carece de atribuciones para exigir el pago de derechos de suministro de agua potable y accesorios, siendo en consecuencia infundado e inmotivado el documento que se contiene el acto de molestia que se impugna, razón por la (sis) éste(sic) Tribunal deberá declarar su nulidad lisa y llana.
La sola palabra de la autoridad no basta para dar o tener por acreditado el hecho de acusación(sic) de la contribución. No resulta suficiente para probar que existe un contrato de conexión a la red de agua potable, ya que el cobro exigido no es por ese hecho, sino por el consumo, de manera que la demandada debe probar el consumo real que el usuario gastó.”

(Énfasis añadido)

Bajo esa tesitura, el promovente manifiesta que INTERAPAS, sin causa o razón jurídica y sin sustento legal, pretende obligarlo a pagar un importe por concepto de derechos que no ha causado, es decir, niega lisa y llanamente que deba la cantidad requerida por la autoridad demandada, por concepto de supuesto consumo de agua potable consignado en el estado de cuenta de mérito, sin que el referido Organismo Intermunicipal demandado, acredite la realización del acto o hecho generador que contiene la hipótesis normativa para tal efecto.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez del acto cuestionado.

A juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, el concepto de impugnación en estudio es parcial y sustancialmente fundado, pero suficiente para provocar la nulidad del acto impugnado, de conformidad con las siguientes consideraciones legales:

En principio, es pertinente señalar que como en el acto impugnado se determina un adeudo por consumo de los servicios de agua potable que presta el organismo demandado, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, porque el cobro impugnado constituye un crédito fiscal conforme a los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; y 7º, fracción I, inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, por cuanto al señalamiento del impetrante en el sentido de que el acto de molestia impugnado es ilegal, por el simple hecho de que en el mismo se consigna como destinatario al ente o persona cuya denominación es “*********”, a quien manifiesta desconocer y respecto del cual niega tener cualquier vínculo; a consideración de esta Sala Unitaria es inoperante.*********
Lo anterior, pues como afirma el propio impetrante en su escrito de demanda, es propietario del inmueble señalado en el acto de molestia de trato, ubicado en *********, que se acredita con la copia certificada del Contrato de Compraventa contenido en el Instrumento Notarial número ********* del volumen *********, del protocolo de la notaria número ********* en esta Ciudad Capital, a cargo del Notario Público Licenciado*********, la cual obra agregada a folios 020 a 022 del presente sumario.
En ese sentido, soslaya el demandante, que conforme a lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, los propietarios de los predios responderán ante el prestador de los servicios, por los adeudos que ante el mismo se generen en los términos de la citada Ley, y como en la especie se colige, cuando se transfiera la propiedad de un inmueble con sus servicios públicos, el nuevo propietario se subrogará en los derechos y las obligaciones derivados de la contratación anterior; máxime que en el propio contrato aludido, manifestó el hoy actor lo siguiente:
“CUARTA.- DECLARA LA PARTE COMPRADORA. a).- Que conoce el inmueble materia de la presente operación y le consta que el mismo se encuentra al corriente de las contribuciones que causa, por lo que cualquier adeudo existente será a su cargo, liberando al suscrito notario de cualquier responsabilidad por multas, recargos y sanciones por pago extemporáneo.”
(Énfasis añadido)
De ahí que sea ineficaz la manifestación del actor en estudio, ya que aun cuando no se encuentre dirigido el acto de molestia a su persona, es propietario del inmueble materia del mismo, cuyo servició público de suministro de agua potable se controla con número de contrato ********* y medidor número *********, por ende, al momento de celebrar el referido contrato de compraventa, como nuevo propietario se subrogó no solo en los derechos con relación al servicio público de suministro agua preexistente en dicho inmueble, sino además en las obligaciones derivadas de la contratación anterior a dicho acto jurídico de compraventa, celebrado por voluntad propia con el anterior dueño del inmueble en mención; razón por la cual, no puede válidamente ahora desconocer las obligaciones preexistentes, respecto al multicitado servicio público de suministro de agua potable en dicho inmueble, ya que incluso dicha circunstancia, es decir, precisamente la calidad de propietario le confirió el interés jurídico para comparecer al presente juicio y demandar la nulidad de la factura con número de folio ********* en cuestión.
No obstante lo anterior, como ya se adelantó en el preámbulo del presente considerando, los argumentos del actor en estudio, son parcialmente fundados y suficientes para declarar la nulidad del acto de molestia impugnado; pues sobre la base del concepto de impugnación, atendiendo la causa de pedir  y conforme a lo dispuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, debe tenerse a la actora por formulando la negativa lisa y llana de los conceptos de cobro que se le atribuyen por la demandada en el acto impugnado, ello en atención a que según se desprende de lo expuesto por la accionante en su concepto de anulación, ésta niega haber generado el consumo y por tanto, el adeudo que le reclama la enjuiciada, por lo que en ese sentido como lo hace valer la demandante, corre a cargo de la autoridad la obligación de probar la existencia del hecho generador de la contribución, lo anterior conforme lo dispone el numeral invocado, el cual dispone:

“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  
En efecto, del numeral transcrito se obtiene que los actos y resoluciones de las autoridades fiscales, gozan de la presunción de legalidad, empero que corresponderá a éstas, acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niegue lisa y llanamente. 

Tocante a la negativa de consumo de los servicios que brinda el organismo demandado y con especial referencia al inmueble ubicado en la calle de*********, la autoridad demandada opuso defensa, manifestando que en el domicilio de la actora en el que se ha consumido el servicio de agua que presta ese Organismo Operador: 
“… dicho consumo, en el caso del Demandante, se determina de acuerdo a un servicio medido, en razón de que en el domicilio ubicado en la calle (…), se factura un servicio de tipo comercial, de acuerdo al contrato *********, siendo el último registro de medidor instalado en el domicilio antes descrito marca *********, con número de serie *********, última lectura registrada el día ********* por *********, en la actualidad no se observa medidor instalado en el domicilio referido (…).
…

Dentro de los bimestres ********* (*********) al bimestre ********* (mes de abril y mayo de 2020); se factura en base a la lectura que fue tomada del medidor instalado en el domicilio ubicado en (…).

Para referencia a partir del bimestre ********* (*********) al *********, se factura lo correspondiente a un Promedio de Consumo por ********* m3. En razón de las últimas tres lecturas registradas en el bimestre ********* (*********) se factura ********* m3, en el bimestre ********* (*********) se factura ********* m3, y en el bimestre ********* (*********) se factura ********* m3 (…).

…

En cuanto a las obligaciones de los usuarios, es menester hacer referencia que toda casa habitación debe contar con el medidor, ya que si no se cuenta con él; es por esa razón que se cobra la TARIFA CUOTA FIJA, con base a lo establecido en la fracción III del artículo 170 de la Ley de Aguas para el Estado (…); y en el caso de existir impedimento para tomar la lectura, el artículo 7 párrafo tercero de la Ley de Cuotas y Tarifas prevé que se comparara el promedio bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres, según sea el caso(…).” (F. 33, 34 y 35).   

En ese sentido y como fue señalado en párrafos precedentes, ante la negativa de la parte actora de haber generado el hecho causal por el cual se le requiere de pago, aseveración que se aprecia en el concepto de anulación que se analiza, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable base o hecho generador del cobro reclamado, recae en la autoridad demandada; quien cabe señalar no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221, segundo y último párrafos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada. Dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos. 

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva. 

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

(Énfasis añadido)

Sin embargo, en el presente caso, no existen pruebas que haya aportado la demandada para justificar que el actor, sí efectuó el consumo de agua potable, en los volúmenes que se le imputan, para que en esa virtud se actualice la obligación de pago, pues además de que corre a cargo del reo acreditar los hechos de su defensa según lo dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí,
 de aplicación supletoria a la materia, también tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por la demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado; de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo al consumo de agua potable que se le imputa al actor, cuanto más, como en la especie, se tratan de hechos propios del Organismo Intermunicipal demandado.
En esa tesitura, es válido tener por cierto el hecho consistente en la nula justificación por la autoridad exactora, de los consumos de agua potable que le sirvieron de base para emitir la determinación de crédito fiscal a cargo del aquí demandante, máxime que en la especie, la carga de la prueba de justificar tales conceptos, correspondía a la autoridad demandada, según lo expuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí. 

Por tanto, si el actor negó para todos los efectos legales de la negación haber efectuado consumo de agua potable y que, en tal sentido le resulte obligación del pago que le es reclamado por la autoridad demandada, pero que sin embargo, la autoridad enjuiciada fue omisa en aportar medio de prueba que justificara los consumos por los volúmenes atribuidos al demandante, así como de los meses de “Adeudo Anterior” que se desprende en el citado acto, es decir, sin que se acredite con medio alguno, cómo es que se generó tal adeudo tanto en tiempo como en cantidad a pagar; resulta entonces improcedente la determinación del crédito fiscal combatido.

En este sentido, la autoridad estaba obligada a demostrar los consumos determinados, en los términos de la reglamentación respectiva conforme al artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que solo con la comprobación de documentos probatorios plenos,  se podrá demostrar por la Autoridad, la existencia del consumo y por ende, la existencia del hecho generador del tributo y de su base gravable, elementos indispensables para poder determinar un crédito fiscal por concepto de contribuciones. 

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios citados con los rubros: 
 

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA.” 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS”. 

Por tanto, resultan insuficientes las simples manifestaciones de la autoridad demandada, en el sentido de que el consumo determinado en el acto de molestia, se realizó de acuerdo a un servicio medido, de conformidad con diversas lectura que fueron tomadas del medidor instalado en el inmueble del hoy actor y, que incluso, que en la actualidad no se observa medidor instalado en el domicilio referido, y además al existir impedimento para tomar la lectura correspondiente, determinó el adeudo conforme a la “Tarifa Cuota Fija” y al “promedio bimestral del consumo registrado”. 

Sin embargo, del artículo 221 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, mismo que fue transcrito con anterioridad, se colige que, para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se deberá realizar una lectura de los aparatos medidores correspondientes, y para que las citadas lecturas de consumo puedan ser considerados como legales, éstas deben de reunir como requisito fundamental que quien las realicen sea personal autorizado, quienes deberán de llenar un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, expresándose la lectura del medidor o la clave de no lectura, según sea el caso, requisitos anteriores que la autoridad no acredita se hayan satisfecho con las simples manifestaciones formuladas en su contestación de demanda, más aún que como afirma, en la actualidad no se observa medidor instalado en el multicitado domicilio y por ende, además existió impedimento para tomar la lectura correspondiente, pues no existe en el presente sumario probanza alguna de la cual se desprendan tales afirmaciones; de ahí lo ineficaz de sus simples manifestaciones, sin prueba alguna que las soporte y que justificaran la emisión del acto de molestia impugnado.
En ese tenor, se concluye que la demandada, no logro demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por el actor en los términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, lo que se traduce en que no se probó en este juicio, que el demandante hubiera causado el adeudo que por concepto de la aplicación de cuotas y tarifas del servicio público de Agua Potable, Cargo por Redondeo, Adeudo Anterior, Drenaje, Tratamiento e IVA, que se le determinó en el estado de cuenta impugnado, toda vez que no se probó en el presente juicio que el hoy demandante, haya efectuado el consumo de agua y por la cantidad que le fue señalada por la demandada, lo que sólo podía demostrarse con la comprobación de que se tomaron las lecturas de los aparatos medidores por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva, al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua y toda vez que, el consumo de agua es precisamente el hecho generador del consumo que se le exige; de ahí que al no encontrarse demostrada la existencia de uno de los elementos esenciales de dicho consumo, es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad demandada, se torna en ilegal. 

Pues no debe soslayarse, que de conformidad con el artículo 8º del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal y para el caso en particular, la autoridad demandada no probó en este juicio que el ahora actor, haya realizado el hecho generador del consumo de agua potable.

Lo anterior es así, ya que la demandada no demostró que haya nacido a cargo del demandante, la obligación fiscal a que se alude; luego entonces, esta Sala Unitaria considera que el acto combatido, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables al caso que nos ocupa, lo que hace que se ubique en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 251, 252 y 253 del citado Código, resulta procedente declarar la Ilegalidad total de la Determinación del Crédito Fiscal señalado en el Estado de Cuenta o Recibo de Cobro con número de folio *********, con fecha de vencimiento al *********y por la cantidad de $*********, emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, relativo al inmueble del hoy actor, por ende, se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA, dejándolo sin efecto legal alguno. 

Cobra aplicación al respecto el siguiente criterio emitido por los Tribunales de la Federación, que por la analogía al tema tratado se cita con el rubro
: 

"NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CREDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO." 

Sumado a lo anterior y a efecto de que la restitución de los derechos afectados sea total, se ordena a la Autoridad Demandada, realice las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal nulificado, sea dado de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que el referido crédito, no vuelva a ser exigido al Gobernado, notificándole sobre las acciones que realice, informando a este Tribunal del cabal cumplimiento de lo ordenado.

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación al actor de lo proveído para su cumplimiento, apercibida que de no cumplir con lo ordenado, se iniciara en su contra el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por el artículo 257 del citado Código, aplicando las multas y determinaciones que en su caso procedan.


En virtud de todo lo anterior, esta Sala Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los argumentos restantes expresados por la parte actora, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado con la nulidad lisa y llana del acto impugnado.

Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción IV y 229, fracción II, interpretados a contrario sensu, así como los diversos 249, 250, fracción IV, 251, 252, 253 y 256, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la determinación crediticia contenida en el Estado de Cuenta o Recibo de Cobro con número de folio *********, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y para los efectos precisados en la última parte de esta resolución.
QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, así como por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS, FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES, CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES, EN FE DE LO CUAL SE EXTIENDE LA PRESENTE CERTIFICACION A LOS TREINTA DIAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTE.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO.
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